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Resumen: 

La corrupción constituye uno de los 

problemas estructurales más persistentes del 

Estado boliviano. Desde la recuperación de la 

democracia en 1982, múltiples gobiernos han 

generado normas y mecanismos para 

combatirla, pero los resultados han sido 

insuficientes. Este artículo examina 

críticamente la Ley Nº 004 “Marcelo Quiroga 

Santa Cruz”, destacando su carácter punitivo, 

las tensiones con principios constitucionales 

como la presunción de inocencia, el debido 

proceso y la irretroactividad de la ley penal, y 

su aproximación al denominado “Derecho 

penal del enemigo”. Se analizan 

disposiciones que introducen presunciones de 

culpabilidad, imprescriptibilidad de delitos y 

retroactividad desfavorable, así como su 

coherencia con la Constitución Política del 

Estado y los tratados de derechos humanos 

que integran el bloque de constitucionalidad. 

Finalmente, se reflexiona sobre los riesgos 

del uso político del derecho penal en la 

persecución de supuestos hechos de 

corrupción. 
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1. Introducción 

La corrupción, lejos de ser un fenómeno 

aislado o reservado al ámbito privado, se ha 

consolidado como un problema público de 

gran magnitud en Bolivia. Diversos estudios, 

como los del Barómetro Global de 

Corrupción (Transparencia Internacional, 

2013), ubican al país entre los más afectados 

de América Latina junto con México y 

Venezuela. 

A pesar de los múltiples esfuerzos 

normativos emprendidos desde 1982, las 

medidas adoptadas no han logrado 

materializar el ideal de una lucha eficaz 

contra la corrupción, dejando vacíos y 

contradicciones que generan incertidumbre 

jurídica y afectación a las garantías 

fundamentales. 

Este artículo examina estas tensiones a partir 

del análisis de la Ley Nº 004 “Marcelo 

Quiroga Santa Cruz”, norma emblemática del 

régimen anticorrupción boliviano, 

considerando su contenido, su aplicación y 

sus implicaciones constitucionales. 

2. Marco Teórico y 

Contextual 

2.1. El derecho penal contemporáneo 

Tradicionalmente, el derecho penal ha sido 

concebido como la última ratio del 

ordenamiento jurídico. Su función debería 



 
limitarse a responder ante hechos que 

amenacen gravemente a la sociedad, evitando 

convertirse en un instrumento de represión 

política. 

En Bolivia, sin embargo, se advierte el uso 

del derecho penal para la persecución de 

autoridades políticas, lo que genera tensiones 

con el debido proceso y otros principios 

constitucionales. 

2.2. El derecho penal del 

enemigo 

La teoría del Derecho penal del enemigo, 

propuesta por Günther Jakobs, sostiene que 

ciertos individuos pierden su condición plena 

de personas jurídicas cuando incumplen 

gravemente el orden legal, siendo tratados 

como enemigos y quedando excluidos de 

garantías como la presunción de inocencia o 

la retroactividad benigna. 

Autores como Gracia Martín destacan que 

esta teoría presenta ambigüedades sobre el 

momento en que el individuo adquiere la 

condición de enemigo; sin embargo, la 

práctica boliviana bajo la Ley 004 parece 

anticiparlo al inicio mismo de la 

investigación penal. 

3. Desarrollo y Análisis 

Jurídico 

3.1. Carácter inquisitorial de la Ley 

004 

La Ley Nº 004 presenta disposiciones que 

permiten entenderla como una norma de corte 

inquisitorial. Entre ellas destacan: 

 Presunción de culpabilidad 
mediante el artículo 27, que exige al 

imputado demostrar el origen lícito de 

su patrimonio. 

 Incautación de bienes durante la 

investigación, conforme al art. 148 

Bis. 

 Posibilidad de ser juzgado en 

rebeldía, según el art. 91 Bis. 

Estas medidas generan un retroceso respecto 

a principios fundamentales del 

constitucionalismo moderno. 

3.2. Imprescriptibilidad de 

delitos de corrupción 

El artículo 112 de la Constitución Política del 

Estado establece que los delitos cometidos 

por servidores públicos que causen daño 

económico grave al Estado son 

imprescriptibles. La Ley 004 incorpora esta 

disposición en su artículo 29 Bis. 

Si bien la imprescriptibilidad pretende evitar 

la impunidad, también abre la puerta a 

investigaciones indefinidas sin límites 

temporales, lo cual puede constituirse en una 

herramienta de persecución política si no 

existe control constitucional adecuado. 

3.3. Retroactividad en 

materia de corrupción 

El artículo 123 de la Constitución diferencia 

entre materia penal general y materia de 

corrupción. Esta diferenciación resulta 

problemática, pues los actos de corrupción 

son delitos penales y se encuentran regulados 

en el Código Penal. 

La retroactividad aprobada en materia de 

corrupción podría interpretarse como una 

excepción a la prohibición general, pero su 

lectura debe ser extremadamente cuidadosa 



 
para evitar que la norma penal —incluso más 

gravosa— se aplique retroactivamente, 

contrariando: 

 El principio de legalidad (art. 116 

CPE) 

 La seguridad jurídica 

 Los tratados internacionales de 

derechos humanos (Declaración 

Universal y Convención Americana) 

Los tratados del Bloque de 

Constitucionalidad establecen expresamente 

que nadie puede ser sancionado por hechos 

que no eran delitos al momento de su 

comisión, ni recibir penas más graves que las 

vigentes entonces. 

4. Discusión 

La Ley 004, pese a su propósito legítimo de 

combatir la corrupción, incorpora 

mecanismos que pueden vulnerar derechos 

fundamentales. El uso de presunciones de 

culpabilidad, la retroactividad penal 

desfavorable y la imprescriptibilidad absoluta 

generan escenarios jurídicamente inseguros. 

A ello se suma el riesgo de que el derecho 

penal sea instrumentalizado como 

herramienta política, especialmente cuando 

se etiqueta anticipadamente al imputado 

como “enemigo” antes del dictado de 

sentencia. Esta situación contradice el Estado 

constitucional de derecho y debilita la 

legitimidad de las políticas anticorrupción. 

5. Conclusiones 

 La Ley Nº 004 contiene elementos  

 propios del Derecho penal del 

enemigo, anticipando la sanción y 

debilitando garantías fundamentales. 

 La imprescriptibilidad y 

retroactividad previstas para delitos  

 de corrupción deben interpretarse 

estrictamente conforme al principio 

de legalidad y a los estándares 

internacionales de derechos humanos. 

 El tratamiento penal reforzado no 

debe convertirse en instrumento de 

persecución política, pues contradice 

la finalidad legítima de combatir la 

corrupción. 

 Se requiere una revisión 

constitucional rigurosa de diversos 

artículos de la Ley 004 para asegurar 

coherencia con la Constitución y el 

bloque de constitucionalidad. 
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